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RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA Nro. GADMCSHFD-A-2024-0013-RA 
 

LA MÁXIMA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA DEL GOBIERNO AUTÓNOMO 
DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN SHUSHUFINDI 

 
CONSIDERANDO: 

 
Que, el artículo 1 de la Constitución de la República del Ecuador (CRE), 
establece: ‘‘El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, 
democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y 
laico. Se organiza en forma de república y se gobierna de manera 
descentralizada’’; 
 
Que, el artículo 33 de la (CRE), reseña: ‘‘El trabajo es un derecho y un deber 
social, y un derecho económico, fuente de realización personal y base de la 
economía. El Estado garantizará a las personas trabajadoras el pleno respeto a 
su dignidad, una vida decorosa, remuneraciones y retribuciones justas y el 
desempeño de un trabajo saludable y libremente escogido o aceptado’’; 
 
Que, el artículo 61 de la (CRE), determina: ‘‘Las ecuatorianas y ecuatorianos 
gozan de los siguientes derechos: (…) 7. Desempeñar empleos y funciones 
públicas con base en méritos y capacidades, y en un sistema de selección y 
designación transparente, incluyente, equitativo, pluralista y democrático, que 
garantice su participación, con criterios de equidad y paridad de género, igualdad 
de oportunidades para las personas con discapacidad y participación 
intergeneracional (…)’’; 
 
Que, el artículo 76 numeral 7) literal l) de la (CRE), prescribe: “Las resoluciones 
de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si en la 
resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no 
se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho.  Los actos 
administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente 
motivados se considerarán nulos (…)”. 
 
Que, el artículo 226 de la (CRE), dispone: “Las instituciones del Estado, sus 
organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas 
que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las 
competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. 
Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y 
hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la 
Constitución”;  
 
Que, el artículo 227 de la (CRE), ordena: ‘‘La administración pública constituye 
un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, 
calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, 
participación, planificación, transparencia y evaluación”;  
 
Que, el artículo 229 de la (CRE), instituye: ‘‘Serán servidoras o servidores 
públicos todas las personas que en cualquier forma o a cualquier título trabajen, 
presten servicios o ejerzan un cargo, función o dignidad dentro del sector público 
(…)”;  
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Que, el artículo 233 de la (CRE), señala: “Ninguna servidora ni servidor público 
estará exento de responsabilidades por los actos realizados en el ejercicio de 
sus funciones o por omisiones, y serán responsable administrativa, civil y 
penalmente por el manejo y administración de fondos, bienes o recursos públicos 
(…)”;  
 
Que, el artículo 238 de la (CRE), manifiesta: ‘‘Los gobiernos autónomos 
descentralizados gozarán de autonomía política, administrativa y financiera, y se 
regirán por los principios de solidaridad, equidad interterritorial, integración y 
participación ciudadana (…)’’;  
 
Que, el artículo 264 de la (CRE), determina las competencias exclusivas de los 
gobiernos autónomos descentralizados, sin perjuicio de que existan otras en 
otros cuerpos jurídicos especiales; 
 
Que, el artículo 424 de la (CRE), establece: ‘‘La Constitución es la norma 
suprema y prevalece sobre cualquier otra del ordenamiento jurídico. Las normas 
y los actos del poder público deberán mantener conformidad con las 
disposiciones constitucionales; en caso contrario carecerán de eficacia jurídica 
(…)’’; 
 
Que, los artículos 9 y 77 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado 
disponen que las máximas autoridades, titulares y responsables de las 
instituciones del Estado, son responsables de los actos, contratos o resoluciones 
emanados de su autoridad, además de dirigir y asegurar la implantación, 
funcionamiento y actualización del  sistema  de  control  interno  y  de  los  
sistemas  de  administración  financiera, planificación, organización información 
de recursos humanos, materiales, tecnológicos, ambientales y más sistemas 
administrativos, dictar los correspondientes reglamentos y  demás normas  
secundarias  necesarias para  el eficiente, efectivo  y  económico funcionamiento 
de sus instituciones; 
 
Que, el artículo 38 de la Ley Orgánica del Servicio Público (LOSEP), indica: “Del 
cambio administrativo. -  Se entiende por cambio administrativo el movimiento 
de la servidora o servidor público de una unidad a otra distinta.  La autoridad 
nominadora podrá autorizar el cambio administrativo, entre distintas unidades de 
la entidad, sin que implique modificación presupuestaria y siempre que se realice 
por necesidades institucionales, por un período máximo de diez meses en un 
año calendario, observándose que no se atente contra la estabilidad, funciones 
y remuneraciones de la servidora o servidor. Una vez cumplido el período 
autorizado la servidora o servidor deberá ser reintegrado a su puesto de trabajo 
original”; 
 
Que, el artículo 51 de la (LOSEP), en su inciso final manifiesta: ‘‘Corresponde a 
las unidades de administración del talento humano de los gobiernos autónomos 
descentralizados, sus entidades y regímenes especiales, la administración del 
sistema integrado de desarrollo del talento humano en sus instituciones, 
observando las normas técnicas expedidas por el Ministerio del Trabajo como 
órgano rector de la materia. Dependerán administrativa, orgánica, funcional y 
económicamente de sus respectivas instituciones. El Ministerio del Trabajo no 
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interferirá en los actos relacionados con dicha administración ni en ninguna 
administración extraña a la administración pública central e institucional’’; 
 
Que, el artículo 7 del Código Orgánico Administrativo (COA), preceptúa: 
“Principio de desconcentración. La función administrativa se desarrolla bajo el 
criterio de distribución objetiva de funciones, privilegia la delegación de la 
repartición de funciones entre los órganos de una misma administración pública, 
para descongestionar y acercar las administraciones a las personas”; 
 
Que, el artículo 47 del (COA), instituye: ‘‘Representación legal de las 
administraciones públicas. La máxima autoridad administrativa de la 
correspondiente entidad pública ejerce su representación para intervenir en 
todos los actos, contratos y relaciones jurídicas sujetas a su competencia. Esta 
autoridad no requiere delegación o autorización alguna de un órgano o entidad 
superior, salvo en los casos expresamente previstos en la ley’’; 
 

Que, el artículo 67 del (COA), dispone: ‘‘Alcance de las competencias atribuidas.  
El ejercicio de las competencias asignadas a los órganos o entidades 
administrativos incluye, no solo lo expresamente definido en la ley, sino todo 
aquello que sea necesario para el cumplimiento de sus funciones. Si en 
aplicación de esta regla existe conflicto de competencias, se resolverá de 
conformidad con lo dispuesto en este Código’’; 
 
Que, el artículo 98 del (COA), enfatiza: ‘‘Acto administrativo. Acto administrativo 
es la declaración unilateral de voluntad, efectuada en ejercicio de la función 
administrativa que produce efectos jurídicos individuales o generales, siempre 
que se agote con su cumplimiento y de forma directa. Se expedirá por cualquier 
medio documental, físico o digital y quedará constancia en el expediente 
administrativo’’; 
 
Que, el artículo 130 del (COA), preceptúa: ‘‘Competencia normativa de carácter 
administrativo. Las máximas autoridades administrativas tienen competencia 
normativa de carácter administrativo únicamente para regular los asuntos 
internos del órgano a su cargo, salvo los casos en los que la ley prevea esta 
competencia para la máxima autoridad legislativa de una administración pública. 
La competencia regulatoria de las actuaciones de las personas debe estar 
expresamente atribuida en la ley’’; 
 
Que, el artículo 5 del (COOTAD), establece: “La autonomía política, 
administrativa y financiera de los gobiernos autónomos descentralizados y 
regímenes especiales prevista en la Constitución comprende el derecho y la 
capacidad efectiva de estos niveles de gobierno para regirse mediante normas 
y órganos de gobierno propios, en sus respectivas circunscripciones territoriales, 
bajo su responsabilidad, sin intervención de otro nivel de gobierno y en beneficio 
de sus habitantes. Esta autonomía se ejercerá de manera responsable y 
solidaria. En ningún caso pondrá en riesgo el carácter unitario del Estado y no 
permitirá la secesión del territorio nacional (…)”;  
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Que, el artículo 6 del (COOTAD), reseña: “Ninguna función del Estado ni 
autoridad extraña podrá interferir en la autonomía política, administrativa y 
financiera propia de los gobiernos autónomos descentralizados, salvo lo 
prescrito por la Constitución y las leyes de la República (…)’’; 
 
Que, el artículo 9 del (COOTAD), enfatiza: “La facultad ejecutiva comprende el 
ejercicio de potestades públicas privativas de naturaleza administrativa bajo 
responsabilidad de gobernadores o gobernadoras regionales, prefectos o 
prefectas, alcaldes o alcaldesas cantonales o metropolitanos y presidentes o 
presidentas de juntas parroquiales rurales”; 
 
Que, el artículo 59 del (COOTAD), instituye: ‘‘Alcalde o alcaldesa. - El alcalde o 
alcaldesa es la primera autoridad del ejecutivo del gobierno autónomo 
descentralizado municipal elegido por votación popular de acuerdo con los 
requisitos y regulaciones previstas en la ley de materia electoral’’; 
 
Que, el artículo 60, literal b); y, literal i) del (COOTAD), determinan como unas 
de las atribuciones del alcalde o alcaldesa las siguientes: ‘‘b) Ejercer de manera 
exclusiva la facultad ejecutiva del gobierno autónomo descentralizado municipal; 
i) Resolver administrativamente todos los asuntos correspondientes a su cargo; 
expedir, previo conocimiento del concejo, la estructura orgánico - funcional del 
gobierno autónomo descentralizado  municipal;  nombrar  y remover  a  los  
funcionarios  de  dirección, procurador síndico y demás servidores públicos de 
libre nombramiento y remoción del gobierno autónomo descentralizado 
municipal”; 
 
Que, el artículo 338 del (COOTAD), preceptúa: ‘‘Estructura administrativa.  - 
Cada gobierno regional, provincial metropolitano y municipal tendrá la estructura 
administrativa que requiera para el cumplimiento de sus fines y el ejercicio de 
sus competencias y funcionará de manera desconcentrada. La estructura 
administrativa será la mínima indispensable para la gestión eficiente, eficaz y 
económica de las competencias de cada nivel de gobierno, se evitará la 
burocratización y se sancionará el uso de cargos públicos para el pago de 
compromisos electorales. Cada gobierno autónomo descentralizado elaborará la 
normativa pertinente según las condiciones específicas de su circunscripción 
territorial, en el marco de la Constitución y de la ley (…)’’; 
 
Que, el artículo 354 del (COOTAD), reseña: ‘‘Régimen aplicable. - Los servidores 
públicos de cada gobierno autónomo descentralizado se regirán por el marco 
general que establezca la ley que regule el servicio público y su propia normativa 
(…)’’; 
 
Que, el artículo 360 del (COOTAD), prescribe: ‘‘Administración. - La 
administración del talento humano de los gobiernos autónomos descentralizados 
será autónoma y se regularan por las disposiciones que para el efecto se 
encuentren establecidas en la ley y en las respectivas ordenanzas o resoluciones 
de las juntas parroquiales rurales’’; 
 
Que, el numeral 100-03 de las Normas de Control Interno para las Entidades, 
Organismos del Sector Público y de las Personas Jurídicas de Derecho Privado 
que dispongan de Recursos Públicos, establece: ‘‘Responsables del control 
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interno. - El diseño, establecimiento, mantenimiento, funcionamiento, 
perfeccionamiento, y evaluación del control interno es responsabilidad de la 
máxima autoridad, de los directivos y el personal de la entidad, de acuerdo con 
sus competencias. Los directivos, en el cumplimiento de su responsabilidad, 
pondrán especial cuidado en áreas de mayor importancia por su materialidad y 
por el riesgo e impacto en la consecución de los fines institucionales (…)”; 
 
Que, el numeral 200-06 del Cuerpo Normativo Ibídem, señala: ‘‘La máxima 
autoridad y los directivos de cada entidad pública reconocerán como elemento 
esencial, las competencias profesionales del personal de la institución, acordes 
con las funciones y responsabilidades asignadas. La competencia incluye el 
conocimiento y habilidades necesarias para ayudar a asegurar una actuación 
ordenada, ética, eficaz y eficiente, al igual que un buen entendimiento de las 
responsabilidades individuales relacionadas con el control interno. El personal 
de los organismos, entidades, dependencias del sector público y personas 
jurídicas de derecho privado que dispongan de recursos públicos, mantendrán 
un nivel de competencia que les permita comprender la importancia del 
desarrollo, implantación y mantenimiento de un buen control interno y realizar 
sus funciones para poder alcanzar los objetivos y la misión de la entidad (…)”; 
 
Que, el artículo 21 del Reglamento General a la Ley Orgánica del Servicio 
Público, enfatiza: “Del registro de otros movimientos de personal.- Los 
movimientos de personal referentes a ingresos, reingresos, restituciones o 
reintegro, ascensos, traslados, traspasos, cambios  administrativos,  
intercambios  voluntarios,  licencias  y  comisiones  con  o  sin remuneración,  
sanciones,  incrementos  de  remuneraciones,  subrogaciones  o  encargos, 
cesación de funciones, destituciones, vacaciones, revisiones a la clasificación de 
puestos y demás actos relativos a la administración del talento humano y 
remuneraciones de la institución,  se  lo  efectuará  en  el  formulario  "Acción  de  
Personal",  establecido  por  el Ministerio de Relaciones Laborales, suscrita por 
la autoridad nominadora o su delegado y el servidor y se registrarán en la UATH 
o en la unidad que hiciere sus veces y en el Sistema Integrado de Información 
del Talento Humano y Remuneraciones administrado por el Ministerio de 
Relaciones Laborales. 
 
Las acciones de personal registradas se incorporarán al expediente de la o el 
servidor, y su custodia será responsabilidad de la UATH o de la unidad que 
hiciere sus veces. La UATH o la unidad que hiciere sus veces, deberán reportar 
prohibiciones, inhabilidades e impedimentos legales de la o el servidor al 
Ministerio de Relaciones Laborales para registrarlo en el Sistema Integrado de 
Información del Talento Humano y Remuneraciones”; 
 
Que, el artículo 71 del Reglamento Ibídem, ordena: “Cambio administrativo. - El 
cambio administrativo consiste en el movimiento administrativo de la o el servidor 
de una unidad a otra distinta a la de su nombramiento. El cambio administrativo 
será por un período máximo de diez meses en un año calendario, previo informe 
favorable de la UATH y no implicará la modificación de la partida presupuestaria 
del servidor en el distributivo de remuneraciones, debiendo la o el servidor 
reintegrarse inmediatamente a su puesto una vez concluidos los diez meses. 
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El cambio administrativo se efectuará únicamente en cualquiera de los siguientes 
casos: a) Atender las necesidades derivadas de los procesos de reforma 
institucional y/o mejoramiento de la eficiencia institucional, para la conformación 
de equipos de trabajo, el diseño e implementación del sistema integrado de 
administración del talento humano del servicio público y procesos de certificación 
de calidad del servicio (…)”; 
 
Que, el 28 de abril del 2023, el Pleno de la Junta Provincial Electoral de 
Sucumbíos otorga la credencial de Alcaldesa del GADM del Cantón Shushufindi 
a la Ing. Lorena Cajas Rodas MSc, para el período 2023 – 2027;  
 
Que,  mediante memorando Nro. GADMCSHFD-DTHBI-2024-0209-M, del 15 
de abril de 2024, la Ing. Jessica Robalino Rodríguez, Directora de Talento 
Humano y Bienestar Institucional (E), concluye y recomienda a la Ing. Lorena 
Cajas Rodas, MSc. Alcaldesa del GADM del Cantón Shushufindi, 
respectivamente lo siguiente: ‘‘(…) apegada a derecho y en aras de procurar el 
cumplimiento y atribuciones establecidas en la normativa legal, y, con el 
propósito de dar vialidad a la necesidad institucional, recomiendo AUTORIZAR 
EL CAMBIO ADMINISTRATIVO de la señora SALAZAR SISA JULEY 
EMPERATRIZ, oficinista de concejalía, a fin de reemplazar en el puesto de 
ASISTENTE ADMINISTRATIVO para la Dirección Financiera Unidad de 
Tesorería; acto administrativo que podrá regir a partir de la suscripción de la 
respectiva resolución administrativa. Por lo cual deberá disponer la elaboración 
de la respectiva Resolución Administrativa’’; 
 
Con las atribuciones establecidas en el artículo 60, literales “b” e “i” del Código 
Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización (COOTAD) 
y demás atribuciones constitucionales y legales. 
 

R E S U E L V E: 
 
Artículo 1.- ACOGER íntegramente el memorando Nro. GADMCSHFD-DTHBI-
2024-0209-M, de 15 de abril de 2024, suscrito por la Ing. Jessica Robalino 
Rodríguez, Directora de Talento Humano y Bienestar Institucional (E) del GADM 
Cantón Shushufindi. 
 
Artículo 2.- AUTORIZAR el Cambio Administrativo de la Sra. Salazar Sisa Juley 
Emperatriz del puesto Oficinista – Concejalía de Secretaría General a la 
Dirección Financiera – Unidad de Tesorería, Servidora Pública quien brindará su 
contingente humano en calidad de Asistente Administrativa. Todo esto por 
cuanto cumple con el perfil idóneo y los requisitos determinados en las 
disposiciones legales.  
 
Artículo 3.- DISPONER a la Dirección de Talento Humano y Bienestar 
Institucional del GAD Municipal del Cantón Shushufindi, la elaboración de la 
respectiva Acción de Personal a favor de la Sra. Salazar Sisa Juley Emperatriz.  
 
Artículo 4.- FACULTAR a la Ing. Jessica Robalino Rodríguez, Directora de 
Talento Humano y Bienestar Institucional (E) del GADM Cantón Shushufindi, 
suscribir los hechos y Actos de Simple Administración para la operativización del 
artículo 2 de la presente resolución.  
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Artículo 5.- La presente Resolución entrará en vigencia a partir de la suscripción, 
sin perjuicio de la publicación en la página web institucional. 

 
DISPOSICIÓN ESPECIAL 

 
Los términos y condiciones de la presente Resolución, así como el cumplimiento 
de los requisitos legales y reglamentarios, serán de absoluta responsabilidad de 
todos los servidores y funcionarios públicos que intervenga en el ámbito de sus 
competencias y atribuciones. 
 
Dado y firmado en la oficina de la Alcaldía del Gobierno Autónomo 
Descentralizado Municipal del Cantón Shushufindi, a los 22 días del mes de abril 
del 2024. 
 
 
 
 
 
 

Ing. Lorena Cajas Rodas MSc. 
ALCALDESA DEL GADM CANTÓN SHUSHUFINDI 

RAZÓN. - Siento como tal, que la Resolución que antecede, fue emitida y suscrita por la señora 
Ing. Lorena Cajas Rodas MSc, Alcaldesa del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del 
Cantón Shushufindi, Provincia de Sucumbíos, a los 22 días del mes de abril del 2024.- LO 
CERTIFICO: 

 
 
 
 

Lic. Mercedes Castillo Paladines 
SECRETARIA GENERAL (E) 

Elaborado por: Revisado por: 

 
 

 
 

Edison Balladares Monar 
Prosecretario  

 
 
 

 
Edison Procel Macías 

Procurador Síndico (E) 
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